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El período de tiempo tenido en consideración para elaborar este informe ha sido el transcurrido entre el 12 de marzo y el 8 de junio de 2010. 

I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

2. Comunidades Autónomas.-

B) Cataluña.-

El Parlamento de Cataluña ha aprobado dos Leyes importantes en relación con la organización local en esta Comunidad Autónoma. 

La primera de ellas es la Ley 12/2010, de 19 de mayo, por la que se aprueban las normas reguladoras del Consejo de Gobiernos Locales (DOGC nº 5638, de 28 de mayo). Tal y como aparece definido en el artículo 85 del Estatuto de Autonomía catalán, este Consejo es el órgano de representación de Municipios y Veguerías en las instituciones de la Generalitat, que deberá ser oído en la tramitación parlamentaria de las iniciativas legislativas que afectan de forma específica a las Administraciones locales y en la tramitación de planes y normas reglamentarias de carácter idéntico. El mismo precepto estatutario remite a una Ley autonómica la regulación de su composición, organización y funciones; Ley que no es otra que la que ahora se menciona. 

Debe notarse antes que nada, y se podrá comprobar a lo largo de las líneas siguientes, que esta Ley parte de la constitución presente y efectiva de la figura de las Veguerías (ámbito territorial específico para el ejercicio del gobierno intermunicipal de cooperación local, con personalidad jurídica propia y autonomía para la gestión de sus intereses, y división adoptada por la Generalitat para la organización territorial de sus servicios, tal y como la define el artículo 90 del Estatuto de Autonomía). Y de hecho alude con normalidad a sus órganos de gobierno y administración (Consejo de Veguería, formado por Presidente y Consejeros). Cuando lo cierto es que no es así. Las Veguerías, que pretenden sustituir en Cataluña a la división provincial (“Los Consejos de Veguería sustituyen a las Diputaciones”, dice el artículo 91 del Estatuto de Autonomía), de crearse y desarrollarse jurídicamente, deberán serlo por Ley del Parlamento, lo que no ha sucedido todavía. Es verdad que desde principios de año está en tramitación un Proyecto de Ley autonómica al efecto y que, según consulta a la página web del Parlament de Cataluña, acaba de ser objeto de Dictamen por la Comisión de Asuntos Institucionales. Pero tampoco hay que olvidar que los preceptos estatutarios sobre la figura han sido recurridos en inconstitucionalidad por considerar que contravienen lo dispuesto en los artículos 137 y 141 de la CE, en su pretensión de sustituir la división provincial por la división en Veguerías. Es de suponer que la tan anunciada STC sobre el Estatut se pronunciará sobre esta cuestión, y veremos entonces cuál será el destino de la figura. 

Teniendo en cuenta las salvedades expuestas, se presenta a continuación, de forma muy sintética, el contenido de la Ley del Consejo de Gobiernos Locales de Cataluña. Sobre el primer Título (artículos 1 a 3), sólo interesa decir que define el objeto, naturaleza y finalidades del órgano, y garantiza su autonomía orgánica y funcional. En este sentido, reproduce casi literalmente el artículo 85 del Estatuto antes mencionado, añadiendo dentro de las finalidades propias del mismo la defensa de la autonomía local ante todas las instituciones y órganos cuya actividad normativa afecte a los entes locales de Cataluña, y ante las instituciones que tienen la competencia de garantizar el respeto de este principio constitucional y estatutario.

Más complejidad presenta el Título II de la Ley (artículos 4 a 20), en el que se establece la composición y funcionamiento del Consejo, definiendo sus órganos y el procedimiento de elección y estatuto de sus miembros, así como fijando las reglas mínimas de funcionamiento, que deberán ser concretadas por su propio reglamento de organización y funcionamiento. Muy en resumen, cabe decir que el Consejo de Gobiernos Locales estará integrado por cien miembros, todos ellos Alcaldes y Presidentes de Consejos de Veguerías, de los cuales serán natos estos Presidentes, el Alcalde de Barcelona y los Presidentes de las entidades municipalistas más representativas. El resto de miembros serán designados por los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones electorales que hayan obtenido más del 5% de los votos en las elecciones municipales de Cataluña (previa consulta a las entidades municipalistas más representativas) entre los Alcaldes que hayan resultado elegidos, garantizándose una representación proporcional y equilibrada de la población, el territorio y la representación política de los Municipios y Veguerías de Cataluña (artículo 7). Se fija igualmente un régimen de incompatibilidades para los miembros del Consejo de Gobiernos Locales (parlamentario autonómico, nacional o europeo, artículo 8) y un conjunto de causas determinantes de la pérdida de dicha condición (artículo 9), acompañado de las fórmulas de provisión de vacantes, que serán diferentes según corresponda a miembros natos o designados (artículo 10). En cualquier caso, el Consejo de Gobiernos Locales, que se disuelve como consecuencia de la celebración de elecciones municipales, deberá constituirse dentro del plazo de seis meses desde la constitución de los Ayuntamientos y las Veguerías después de dichas elecciones, actuando hasta entonces la Comisión Permanente (integrada por veinte miembros que garanticen la representación proporcional de todos los Municipios, elegidos por el Pleno del Consejo, artículo 16), que convocará la sesión constitutiva y comunicará a los partidos, agrupaciones, federaciones y coaliciones el número de miembros que deban designar. 

Por lo que se refiere a su estructura organizativa, reproduce la tradicional de los órganos colegiados (Pleno, Presidencia, Vicepresidencias, Secretaría, Comisión Permanente), con las funciones habituales de cada una de estas tipologías orgánicas: Pleno –constituido por todos los miembros– como órgano superior al que corresponden las máximas facultades de dirección de las actividades del Consejo (elegir presidente y vicepresidentes, aprobar el presupuesto, aprobar el reglamento de organización y funcionamiento, aprobar la memoria anual, etc.); Presidencia, que ejerce la representación del órgano, convoca sus reuniones y detenta la potestad organizativa sobre el personal al servicio del Consejo; Vicepresidencias, con funciones de sustitución de la Presidencia y de ejercicio de funciones delegadas; Secretaría, como fedatario del Consejo, encargado de realizar el seguimiento de las iniciativas normativas que afecten a las Administraciones locales y preparar los acuerdos del Consejo; y Comisión Permanente, con funciones de representación y gestión ordinaria del Consejo desde que éste se disuelve hasta que se constituye el nuevo. Los artículos 12 a 16 de la Ley explican el modo en que cada uno de estos órganos es elegido (cómo se constituye el Pleno, quórum necesario al efecto, mayorías requeridas para la elección del presidente, fórmula de elección de los vicepresidentes, modo de señalamiento del secretario, composición detallada de la Comisión Permanente), a cuya lectura remito por su extensión y porque no contienen particularidades remarcables.

También se regula en la Ley 12/2010 el régimen de funcionamiento del Consejo de Gobiernos Locales, con una remisión genérica a su propio reglamento de organización y funcionamiento (artículo 17), que deberá aprobar el Pleno en ejercicio de la autonomía de que goza en el plazo de seis meses a contar desde el día siguiente a su constitución (Disposición Adicional). No obstante, se establecen una serie de reglas generales ex lege, entre ellas el régimen común de mayoría simple para adoptar los acuerdos (salvo los supuestos que requieren mayoría absoluta referidos en el artículo 18: acuerdos de constitución y composición de la Comisión Permanente, de nombramiento del secretario, de aprobación del presupuesto, reglamento de organización y funcionamiento y memoria anual, solicitud de dictamen al Consejo de Garantías Estatutarias sobre la adecuación a la autonomía local de los proyectos, proposiciones del Ley y proyectos de decreto legislativo aprobados por el Gobierno …, y la elección del Presidente, que en primera ronda requiere mayoría cualificada de 2/3), la disposición de medios materiales y personales que aseguren el correcto funcionamiento del Consejo y el adecuado ejercicio de sus funciones, y la obligación de seguir el régimen presupuestario establecido en la normativa aplicable.

El Título III de la Ley del Consejo de Gobiernos Locales se refiere a las funciones que corresponden a este órgano, pudiendo distinguirse entre funciones de representación de los Municipios y Veguerías en las instituciones de la Generalitat, funciones de proposición a las diversas instituciones en defensa del ámbito local, funciones de participación (en la tramitación de las iniciativas legislativas y de los planes de ámbito general, normas reglamentarias y anteproyectos de Ley que afecten de forma específica a las Administraciones locales), funciones de defensa de la autonomía local (canalizadas a través de las instituciones que tienen como competencia garantizar este principio, pudiendo, por ejemplo, solicitar el Dictamen del Consejo de Garantías Estatutarias sobre la adecuación a la autonomía local de los proyectos, proposiciones de Ley y proyectos de Decreto legislativo aprobados por el Gobierno Autonómico) y elaboración de memoria anual. 

La Disposición Final de la Ley concluye estableciendo la obligación de constitución de este órgano en el período máximo de seis meses después de la celebración de las próximas elecciones municipales en Cataluña en 2011. Corresponderá la convocatoria de esta primera sesión constitutiva al Consejero competente en materia de Administración Local, que deberá comunicar a cada partido, coalición, agrupación o federación el número de miembros que han de designar según la fórmula establecida en el artículo 7.2. El Gobierno tendrá que garantizar la disposición de medios materiales y personales para poder iniciar su actividad al cabo de un mes desde su primera sesión constitutiva. 

Otra Ley del Parlamento de Cataluña asimismo muy destacada es la Ley 4/2010, de 17 de marzo, reguladora de las consultas populares por vía de referéndum (DOGC nº 5595, de 25 de marzo). Su incidencia sobre la organización local es evidente, ya que en su estructura se reserva un Título completo (el III) para regular los referenda de ámbito municipal, desarrollando y perfeccionando las previsiones contenidas al respecto en la LBRL (artículo 71: “de conformidad con la legislación del Estado y de la Comunidad Autónoma, cuando ésta tenga competencia estatutariamente atribuida para ello, los Alcaldes, previo acuerdo por mayoría absoluta del Pleno y autorización del Gobierno de la Nación, podrán someter a consulta popular aquellos asuntos de la competencia propia municipal y de carácter local que sean de especial relevancia para los intereses de los vecinos, con excepción de los relativos a la Hacienda local”), en el TR de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña de 2003 y en el Decreto catalán 284/1996, de 23 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Consultas Populares Municipales. 

Interesa señalar que la legitimación competencial para la aprobación de esta norma es identificada en el Preámbulo de la Ley en el artículo 122 del Estatuto de Autonomía (“corresponde a la Generalitat la competencia exclusiva para el establecimiento del régimen jurídico, las modalidades, el procedimiento, la realización y la convocatoria por la propia Generalitat o por los entes locales, en el ámbito de sus competencias, de encuestas, audiencias públicas, foros de participación y cualquier otro instrumento de consulta popular, con excepción de lo previsto en el artículo 149.1.32 de la Constitución”), precepto que, hay que recordarlo, se halla entre los recurridos en inconstitucionalidad. En concreto, y por lo que se refiere a los referenda de ámbito municipal, algunos de los recurrentes consideran que la atribución de una competencia exclusiva al efecto a la Generalidad priva al Estado de la posibilidad de regular la materia mediante normas básicas dictadas en virtud del art. 149.1.18 CE, lo que ya ha hecho siquiera mínimamente a través del art. 71 LBRL, que en todo caso respeta la competencia exclusiva estatal para autorizar la convocatoria de cualquier consulta popular vía referéndum (artículo 149.1.32 CE). Por tanto, se considera que el artículo combatido pretende excluir aquella competencia estatal con su proclamación de competencia exclusiva autonómica. 

A la espera de que el TC se pronuncie sobre esta cuestión y determine, en definitiva, si el título legitimador de esta norma es o no conforme con la CE, lo que corresponde es exponer sistemáticamente las previsiones de la Ley 4/2010 en relación con los referenda locales. Se advierte que esta Ley regula dos ámbitos de consultas populares por esta vía: las que se promuevan por la Generalitat en el ámbito de Cataluña, y las que se promuevan en el ámbito local. Lógicamente, en este informe sólo voy a referirme a estas últimas. 

Es cierto que el Título I contienen una serie de disposiciones generales a ambos tipos de consultas que deben tenerse en cuenta (personas legitimadas para firmar una propuesta de consulta popular –mayores de 18 años empadronados en el Municipio y que tengan la condición política de catalán, sean ciudadanos de la UE o de otros Estados con derecho de sufragio activo y pasivo en elecciones municipales, residir legalmente en España conforme a la Ley de extranjería, artículo 5–; limitación del objeto de la consulta –no puede ir contra las facultades que la CE y el Estatuto reconoce a las instituciones de la Generalidad y a los entes locales, ni puede afectar a proyectos o proposiciones de Ley en tramitación, artículo 6–; documentación que debe acompañar a la propuesta de consulta –texto de la pregunta, memoria explicativa; artículo 7–; retirada de la propuesta, artículo 8; nueva formulación de una consulta propuesta o celebrada –transcurso de cuatro años, artículo 9–, pero es el Título III el que contiene el régimen específico de los referenda locales, y es éste el que se va a exponer con más detalle. 

Comienza el Título con referencias al objeto de la consulta, que deberá ser siempre un asunto de competencia del Municipio y carácter local (sin interés supramunicipal prevalente) con especial trascendencia para los intereses de los vecinos, sin que puedan versar, además de sobre las materias objeto de limitación general del artículo 7, sobre asuntos relativos a las finanzas locales (artículo 32). La naturaleza de estas consultas será, en todo caso, consultiva, debiendo comparecer el Alcalde ante el Pleno municipal en el plazo de seis meses desde la celebración de la misma para fijar su posición sobre su resultado. Considerando que se requiere autorización del Gobierno de la Nación para su celebración, también será el Alcalde quien enviará la documentación sobre la propuesta de consulta al Departamento competente en materia de Administración local para que éste, en el plazo de treinta días, remita la solicitud a aquél. El Gobierno de la Generalidad adjuntará asimismo un informe sobre la conveniencia de su realización, de acuerdo con el ámbito competencial del objeto de la consulta y el interés general de Cataluña.

Hay dos modalidades de consultas populares por vía de referéndum de ámbito municipal, según quien las promueva: consulta de iniciativa institucional, y consulta de iniciativa popular. En el primer caso, la iniciativa corresponde al Alcalde o a una tercera parte de los Concejales y, para su aprobación, el Secretario Municipal verificará el cumplimiento de los requisitos exigidos por la Ley en cuanto al objeto y la documentación a aportar. Si se cumplen, la propuesta de consulta se presentará al Pleno para que sea debatida y votada, debiendo ser aprobada por mayoría absoluta de los Concejales. 

En el supuesto de consultas de iniciativa popular, los promotores serán los vecinos con distintos avales en función de la población del Municipio (20% de los habitantes en las poblaciones de 5.000 habitantes o menos, 1.000 habitantes más el 10% de los que exceden de 5.000 en las poblaciones de 5.001 a 100.000 habitantes, 10.500 habitantes más el 5% de los que exceden de 100.000 en las poblaciones de más de 100.000 habitantes, artículo 38), siendo en todo caso una Comisión Promotora quién ejercerá la representación de los firmantes. Los miembros de dicha Comisión deberán ser vecinos del Municipio que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 23 de la Ley: ser mayores de edad, catalanes, no privados de sus derechos políticos, que no detenten la condición de miembro del Gobierno Autonómico, Parlamentario nacional, catalán o europeo, miembros de un ente local, y que no estén incursos en causa de inelegibilidad o incompatibilidad para los Diputados del Parlamento catalán. La solicitud para promover la consulta deberá dirigirse al Alcalde acompañada de la documentación exigida, así como de una relación de los miembros de la Comisión Promotora y sus datos personales. El Secretario municipal verificará el cumplimiento de los requisitos y, si es así, la propuesta se admitirá a trámite, debiendo presentar dicha Comisión al Secretario los pliegos de firmas, cada hoja de los cuales habrá de contener el texto de la pregunta y el espacio destinado a las firmas. El Secretario numerará las hojas y las devolverá a la Comisión en el plazo de ocho días, previa acreditación de las firmas y de que los firmantes están inscritos en el padrón municipal. La Comisión Promotora tendrá que recoger las firmas en el plazo de tres meses, pudiéndose prorrogar el plazo un mes más por causas debidamente justificadas. El Secretario municipal controlará el procedimiento de recogida y validación de firmas. Una vez le han sido entregados en el plazo establecido pliegos y certificados, los comprobará y efectuará el recuento de las firmas en acto público al que deberán ser citados los representantes de la Comisión Promotora, extendiendo certificado del resultado del recuento. Si se ha presentado un número suficiente de firmas válidas, el Secretario se lo comunicará al Alcalde, que presentará al Pleno la propuesta de consulta popular para su debate y votación. Quedará aprobada por la mayoría absoluta de los Concejales. Una vez aprobada, el Alcalde enviará la documentación al Departamento competente en materia de Administración local, a fin de iniciar el procedimiento de consulta propiamente dicho, de conformidad con lo dispuesto en el Título IV de la Ley 4/2010.

En relación con este procedimiento, hay que decir que la convocatoria de la consulta popular corresponde al Alcalde, una vez concedida la autorización del Estado, en los treinta días siguientes a su notificación. El Decreto de convocatoria, que deberá contener los términos de la consulta, se publicará en el BOP, en el tablón de anuncios del Ayuntamiento y en las webs del Ayuntamiento y del Gobierno (artículo 43), debiendo celebrarse la consulta entre el mes y los cuatro meses posteriores a la fecha de publicación de dicho Decreto. En ningún caso puede realizarse entre los noventa días anteriores y los noventa posteriores a la fecha de celebración de elecciones municipales o de otra consulta popular por vía de referéndum. Si se convoca una consulta popular cuando hay otras pendientes de celebración, la fecha de celebración será la misma para todas.

Por lo que respecta al Decreto de convocatoria, habrá de contener:

· la pregunta que debe responder el cuerpo electoral convocado,

· el día de la votación, 

· la administración electoral que tiene encomendadas las funciones de control y seguimiento del proceso. En este sentido, las Juntas electorales deben constituirse en el plazo de quince días a partir de la publicación de la convocatoria con el fin de cumplir las funciones que les son propias según la normativa electoral y las específicas que les encomienda esta Ley (entre otras, dar instrucciones vinculantes a las instancias inferiores de la administración electoral, asesorar a los miembros de la Comisión Promotora, resolver con carácter vinculante las consultas que se le formulen y unificar los criterios interpretativos, resolver recursos, quejas y reclamaciones, aprobar los actos de constitución de las mesas electorales y el escrutinio, certificar el resultado final, informar a la autoridad convocante del resultado del referéndum, artículo 46), 

· el día de inicio y la duración de la campaña informativa, que no puede ser inferior a diez días ni superior a veinte. Los artículos 48 y 49 de la Ley contienen previsiones sobre la utilización de espacios informativos en los medios de comunicación y espacios públicos y sobre la campaña institucional, 

· los medios materiales y personales necesarios para celebrar la consulta y los responsables de suministrarlos.

Los artículos 50 a 53 recogen diversas previsiones sobre las papeletas, el desarrollo de la votación, la posibilidad de voto por correo y el escrutinio, destacándose en relación con este último la obligación general de extender acta en la que se indique detalladamente el número de electores, votantes, votos en blanco, votos nulos y votos de cada una de las opciones formuladas por la pregunta sometida a consulta. Esta acta se remitirá a la Junta electoral para que realice el escrutinio general y comunique el resultado a la autoridad convocante. El plazo para proclamar el resultado de una consulta popular de ámbito municipal es de un día. En cuanto a los recursos, se establece la posibilidad de interponer recurso contencioso-administrativo contra los actos de las diferentes Administraciones públicas que intervienen en la celebración de la consulta popular, mientras que contra los actos de la Administración electoral puede interponerse un recurso contencioso-administrativo de acuerdo con la legislación electoral (contencioso-electoral). 

Por último, el artículo 55 determina la creación de un Registro de consultas populares por vía de referéndum adscrito al Departamento competente en materia electoral, en el que se inscriben las solicitudes de consultas populares, las que han sido aprobadas por un Pleno municipal y no han sido autorizadas por el Estado, las que han sido rechazadas por el Pleno, las que han sido autorizadas y los resultados de las que se han celebrado. 

I)- Valencia.-

En cuanto a normativa valenciana, cabe mencionar dos Leyes (4/2010, de 14 de mayo y 5/2010, de 28 de mayo, DOCV nº 6271 y 6281, de 20 de mayo y 3 de junio respectivamente) que, a la vista del cumplimiento de los requisitos exigidos al efecto por la LBRL, determinan la aplicación del régimen de organización de los Municipios de Gran Población a los Municipios de Torrent y Gandía. Efectivamente, ambos tienen una población superior a 75.000 habitantes según certificación de los Secretarios Municipales, y presentan las especiales circunstancias económicas, sociales, históricas y culturales que se explican en los Preámbulos de las Leyes. Cumplidas, pues, las condiciones legales, se dispone la aplicación de ese régimen especial. Los Ayuntamientos, por su parte, deberán aprobar en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de las Leyes (al día siguiente a su publicación) las normas orgánicas necesarias para adaptar su organización a lo previsto en el Título X de la LBRL. 

J) Aragón.-

Por lo que respecta a Aragón, hay que recordar que en el último informe redactado en materia de organización local se daba cuenta de la aprobación de la Ley 9/2009, de 22 de diciembre, reguladora de los Concejos abiertos en Aragón. Ya entonces se advirtió que alguno de sus contenidos –en concreto, la reducción del ámbito de aplicación de este régimen a las entidades locales de menos de 40 habitantes– había suscitado dudas de compatibilidad con la legislación básica estatal, precisamente con el artículo 29 LBRL, que plantea este régimen de funcionamiento para los Municipios con menos de 100 habitantes. Pues bien: en este orden de consideraciones debe destacarse que el BOE nº 96, de 21 de abril de 2010 da cuenta de la admisión a trámite del recurso de inconstitucionalidad nº 2725-2010 presentado por el Presidente del Gobierno contra los artículos 3.a, 8, 16.2, 17, las Disposiciones Adicionales Primera y Segunda, y la Disposición Transitoria Única de la Ley aragonesa de Concejos Abiertos. Precisamente, en su gran mayoría, los preceptos referidos a la minoración poblacional referida. Asimismo, se hace constar la invocación por el recurrente de lo dispuesto en el artículo 161.2 CE (“el Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a cinco meses”), por lo que la vigencia y aplicación de los preceptos impugnados queda suspendida desde la fecha misma de interposición del recurso para las partes del proceso (30 de marzo de 2010), y desde la publicación del edicto en el BOE para los terceros. 

La interposición de este recurso de inconstitucionalidad implica, sin duda, varias consecuencias importantes.

a)- En primer lugar, el rango poblacional requerido para funcionar en régimen de Concejo abierto debe continuar considerándose los 100 habitantes establecidos en la LBRL, toda vez que el artículo 3.a de la Ley aragonesa, que determina su rebaja a 40, ha quedado suspendido. Si es que existen, el interrogante podría plantearse respecto de los Municipios de población entre 40 y 99 habitantes que, al amparo de lo dispuesto en este sentido por la Ley, hubiesen acordado ya por mayoría absoluta de su Asamblea continuar en el régimen de Concejo abierto. Hay que entender, sin embargo, que la seguridad jurídica determinaría la aplicación única del régimen básico. Por supuesto, los Municipios que no hayan hecho uso de esta opción deberán esperar en su caso al levantamiento de la suspensión del precepto para poder adoptar un acuerdo en este sentido. 

b)- Por su parte, los preceptos relativos a los procedimientos para que un Municipio situado en la pinza poblacional 40-99 funcione en régimen de Concejo abierto y para que, cuando ya lo haga, opte por funcionar mediante Ayuntamiento (artículos 16.2 y 17) no pueden aplicarse mientras estén en suspenso. Esto, añadido a lo establecido en la también suspendida Disposición Adicional Primera (“aquellos Municipios y entidades locales menores que resulten afectados por aplicación del artículo tercero, por tener una población entre 40 y 99 habitantes, podrán solicitar la permanencia en el régimen de Concejo abierto…”), implica como consecuencia lógica que los Municipios entre 40 y 99 habitantes no tienen que adoptar ningún acuerdo para seguir en régimen de Concejo abierto. Lo mismo sucederá en relación con las entidades locales menores, que continuarán con su anterior régimen al suspenderse lo dispuesto en la Disposición Adicional Segunda (“El apartado primero del artículo 91 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, queda redactado de la siguiente manera: «1. Las entidades locales menores que cuenten con una población inferior a 40 habitantes funcionarán con arreglo al régimen de Concejo abierto, conforme a su normativa específica»).

c)- En buena lógica, queda sin efecto la obligación del Gobierno de Aragón de comunicar a la Administración General del Estado la relación de Municipios y entidades locales menores que continúan rigiéndose por el sistema de Concejo abierto o los que, con una población inferior a 100 habitantes, pasan a regirse por Ayuntamiento o Junta vecinal (Disposición transitoria única).

d)- El último precepto recurrido es el artículo 8, referido al nombramiento de los Tenientes de Alcalde en los Municipios que funcionen en régimen de Concejo abierto. En él se establecía la posibilidad de que el Alcalde nombrase y cesase libremente hasta un máximo de cuatro entre los miembros de la Asamblea, con el fin de sustituirlo y de ejercer las atribuciones que les delegara expresamente. Ante la suspensión de este artículo, y dado que el precepto de la LALA referido a esta figura (artículo 50: “el Alcalde podrá nombrar y cesar libremente Tenientes de Alcalde, hasta un máximo de tres, entre los electores del municipio, a quienes corresponderá sustituirlo por el orden de su nombramiento en los casos de vacante, ausencia o enfermedad. Asimismo podrán ejercer aquellas atribuciones que el Alcalde les delegue) había sido derogado precisamente por la Ley de Concejos Abiertos, es lógico concluir que resultará de aplicación lo dispuesto con carácter básico en el artículo 21.2 LBRL y en el 22 TRRL. No hay, pues, señalamiento numérico concreto, sino que queda limitado a un tercio del número legal de la Asamblea el número máximo de Tenientes de Alcalde que podrá nombrar el Alcalde. 

Finalmente, sólo se da noticia de la Orden de 13 de abril de 2010, por la que se dispone la publicación de los estatutos de la Mancomunidad intermunicipal de Aguas de Cuarte, Cadrete y María de Huerva, modificados como consecuencia de la incorporación a la misma de este último Municipio (BOA nº 82, de 29 de abril). El expediente de incorporación se ha tramitado conforme a lo dispuesto en el artículo 82.2 LALA (“cuando la modificación consista en la mera adhesión o separación de uno o varios Municipios o en la ampliación de sus fines, bastará con los acuerdos favorables de los Municipios afectados y del órgano plenario de la Mancomunidad”).  

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

2. Tribunal Supremo (TS).-

Se destaca en primer lugar una interesante STS de 16 de marzo de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 259/2006, que resuelve el recurso de casación presentado frente una STSJ de Castilla y León que declaró nulos diversos Acuerdos de dos Municipios castellano-leoneses enclavados entre territorio de la CCAA del País Vasco por los que se aprobaba suscribir Convenios de colaboración con esta CCAA en materia de educación y cultura, sanidad, promoción económica y desarrollo rural, facultándose a sus respectivos Alcaldes para la firma de los mismos. Antes de entrar al fondo del asunto, el TS rechaza el primer motivo de casación planteado por los recurrentes, que denunciaban la incompetencia de la Sala de instancia para resolver el contencioso, y consideraban competente a la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional. Recuerda el TS que, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 10.1.a LJCA, las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los TSJ son las competente para enjuiciar, como en este caso, los actos de las Entidades locales y de las Administraciones de las Comunidades Autónomas cuyo conocimiento no esté atribuido a los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo. El objeto del recurso son actos municipales; Acuerdos plenarios resolutorios (no de trámite, como pretendían los recurrentes en un intento de evitar el recurso), siendo indiferente que estuviesen orientados a la firma de diversos convenios: se trata de los actos previos a los mismos, y por eso se ha de estar a las disposiciones previstas para la impugnación de actos y disposiciones locales, y no a las relativas a la impugnación de convenios interadministrativos (artículo 10.1.g y 11.1.c LJCA, erróneamente invocados por los recurrentes). 

En cuanto al fondo, es la cuestión competencial la que justifica la anulación de los Acuerdos. No es cierto, como alegaban los recurrentes, que los Municipios detentaban competencias en las materias que iban a ser objeto de convenio y que la anulación de los mismos conlleva una vulneración de los artículos 140 y 142 de la CE, que garantizan la autonomía de los Municipios para el ejercicio de las mismas. Y tampoco en ningún momento se cuestiona la capacidad de los Ayuntamientos para celebrar convenios de colaboración con otras Administraciones. Pero no puede olvidarse que la CCAA de Castilla y León tiene atribuidas estatutariamente competencias sobre esas materias, en algunos casos con carácter exclusivo, y la detentación por los Municipios de facultades en su relación no les habilita para imponerse al titular de la competencia con quien, en todo caso, deberán coordinarse y colaborar. En ningún caso procede ni puede admitirse la celebración de convenios sobre estas materias sin el expreso consentimiento de la CCAA de Castilla y León. 

Por su parte, la STS de 18 de marzo de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 2278/2004 declara la nulidad de pleno derecho del Acuerdo municipal de aprobación y modificación de unas Ordenanzas fiscales por haberse prescindido total y absolutamente del procedimiento establecido al efecto (artículo 62.2 de la Ley 30/1992). Efectivamente, en el procedimiento se omitieron trámites esenciales legalmente establecidos para este tipo de disposiciones, como es el caso de la memoria económico-financiera requerida cuando se trata de Ordenanzas relativas a tasas. Memoria que, además, ha de elaborarse antes de la aprobación inicial de la norma y no con posterioridad, como sucede en este caso, sin que su aportación previa a la aprobación definitiva subsane la omisión cometida. Hay que tener presente, para darse cuenta de su importancia, que la LHL prevé que si no hay reclamaciones durante el plazo de exposición pública inmediatamente posterior a la aprobación inicial, los Acuerdos de aprobación provisional de la Ordenanza se convierten en definitivos sin necesidad de un nuevo acuerdo plenario, por lo que podría ocurrir que se eleven a definitivos unos Acuerdos sobre tasas adoptados sin tener en cuenta sus efectos económicos. Igualmente, la utilización de la técnica de la rectificación de errores prevista en el artículo 105.2 de la Ley 30/1992 para efectuar apreciaciones de concepto que impliquen un juicio valorativo sobre dichas tasas y determinen su modificación es nula, al no ceñirse a la corrección de errores materiales y evidentes, que es su campo de acción. La gravedad de estas acciones impide, como pretendía el Ayuntamiento autor del Acuerdo, aplicar los preceptos referidos a la transmisibilidad y a la conservación de actos y trámites (artículos 64 y 66 de la Ley 30/1992). Se trata, evidentemente, de un supuesto de nulidad de pleno derecho insusceptible de sanación. 

La STS de 22 de abril de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 1062/2006 se refiere a una cuestión que ya fue objeto de tratamiento en un informe anterior: la obligación de las entidades locales de remitir a la Administración autonómica copia literal o extracto de sus actas y acuerdos (artículo 56.1 LBRL) y la posibilidad de que ésta impugne directamente ante la jurisdicción contencioso-administrativa aquéllos que considere contrarios al ordenamiento jurídico, sin necesidad de requerimiento previo (artículo 65 de la misma norma). En este último supuesto, el plazo establecido por la LJCA para interponer el recurso judicial es de dos meses a contar desde el día siguiente al de la notificación o publicación del acto al tratarse de actos expresos; plazo que, en el entender de la Sentencia de instancia que se recurría en casación, había sido rebasado porque el Ayuntamiento comunicó el acuerdo recurrido –aprobación definitiva de un instrumento de desarrollo urbanístico– a la Consejería de Política Territorial y Medioambiente el 5 de octubre y la Comunidad Autónoma presentó el recurso el 17 de diciembre. Sin embargo, recordando jurisprudencia previa, el TS considera que esta comunicación no supone el cumplimiento del deber de remisión establecido en la LBRL sino, habida cuenta su destinatario, el de una obligación análoga impuesta por la legislación urbanística autonómica en relación con los actos aprobatorios del planeamiento. La comunicación que realmente ha de considerarse a efectos de determinar la fecha de inicio del cómputo del plazo para recurrir (por suponer, ésta sí, la manifestación de aquel deber derivado de la normativa básica de régimen local) es la realizada el 17 de octubre, día en que tuvo entrada el acta de aprobación definitiva del Plan en la Dirección General de Administración Territorial y Gobernación. Sólo esa comunicación contiene la documentación precisa para que la Administración autonómica resuelva sobre la posible impugnación del acuerdo, y por eso ha de dirigirse al órgano autonómico con competencia para impugnar los acuerdos de las entidades locales. Y considerando esta fecha, el recurso contencioso-administrativo se interpuso en plazo. 

Finalizan estas referencias a la jurisprudencia del TS sobre organización local con la mención a una Sentencia de la Sala de lo Penal del Alto Tribunal de 17 de marzo de 2010, recurso núm. 1879/2009. En ella se revisa el tipo penal de la malversación de caudales públicos, exponiendo cuáles son los elementos que lo componen, para concluir que la actuación desarrollada de forma continuada por el Alcalde de un Municipio se ajusta al mismo. En efecto, como recuerda el TS, el primero de estos elementos es que el autor de los hechos sea funcionario público en sentido penal (no administrativo), es decir, que por disposición inmediata de la Ley, por elección o por nombramiento de la autoridad competente, participe en el ejercicio de funciones públicas. Luego el factor determinante de este concepto penal de funcionario público es la participación del sujeto en funciones públicas lo que, con obviedad, hace un Alcalde. Como segundo elemento del tipo, los efectos o caudales malversados deben tener naturaleza mueble y ser públicos, perteneciendo y formando parte de los bienes propios de una Administración pública. Sin duda, el dinero efectivo depositado en la caja del Ayuntamiento sin estar sujeto a una contabilidad conforme a lo dispuesto en la Ley, ingresado por particulares y entidades y procedente de la cuenta corriente de la Corporación, y destinado a pagar los gastos destinados de las fiestas también se acoge a esta definición. El tercer elemento es que tales caudales deben estar a cargo del funcionario por razón de sus funciones, responsabilizándose de su custodia y ostentando capacidad para su disposición e inversión, de tal manera que no pueden salir del organismo sin su decisión. También esto sucedía en el supuesto enjuiciado, ya que sólo el Alcalde conocía la combinación de la caja fuerte donde estaba depositado el dinero. Por último, la acción punible a realizar consiste en sustraer o consentir que otro sustraiga esos caudales por ánimo de lucro, lo que sucedía al inflar el Alcalde sus dietas para embolsarse el sobreprecio ficticio (superación de límites legales por dietas, kilometraje excesivo no probado, comisiones por servicios no acreditados, inclusión de conceptos no indemnizables…). Corolario de todo esto es que los hechos probados son constitutivos de un delito continuado de malversación de caudales públicos tipificado en los artículos 432.1 y 74 CP. Sin que opere como atenuante la reparación de daño, dado que la devolución de los caudales indebidamente sustraídos antes del juicio oral no fue acto realizado de forma voluntaria para reconciliarse con el orden jurídico quebrantado, sino el cumplimiento de la obligación al efecto impuesta por el Tribunal de Cuentas tras decretar su responsabilidad contable. 

3. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ) y Audiencia Nacional (AN).-

Se destaca en primer lugar la Sentencia de la AN de 14 de abril de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 103/2008, que inadmite el recurso contencioso-administrativo presentado en aplicación de una conocida doctrina del TS conforme a la cual la función de los Grupos Municipales es estrictamente corporativa y se desarrolla en el ámbito interno, sin que puedan sustituir a los Concejales que los integran en el ejercicio de sus facultades. Entre estas facultades está ejercicio de acciones frente a los Acuerdos municipales de los que expresamente hubieran discrepado que requiere, por ende, de una legitimación a título individual. De ella sólo gozan los Concejales que hubiesen votado en contra del acuerdo, y no el Grupo al que pertenecen, cuya personalidad jurídica se reduce “interna corporis” y no se extiende a una actividad externa como la procesal. 

C) Galicia.-

Las dos STSJ de Galicia de 24 de marzo de 2010, Sala de lo Contencioso, recursos núm. 311/2009 y 485/2009, se pronuncian sobre una cuestión interesante: a quién corresponde el abono de los trienios a los funcionarios públicos que se encuentran en situación de servicios especiales desempeñando cargos electos locales (Presidente de una Diputación Provincial en el primer caso, Alcaldesa de un Concello en el segundo). La Administración Autonómica (ambos eran funcionarios de la misma) entiende que eran las Administraciones públicas a las que pertenezca el puesto de trabajo que efectivamente desempeñan las que deben hacerse cargo de su pago, y sólo excepcionalmente, cuando dicha retribución no esté prevista en los presupuestos de la entidad local, y además exista un impedimento excepcional por causas ajenas a la voluntad de la misma que imposibilite su consignación presupuestaria (lo que no ocurre en estos supuestos), se hará cargo de ello la Comunidad Autónoma. Y ello en aplicación de lo dispuesto en los artículos 53 de la Ley de la Función Pública Gallega, 5.e del Decreto por el que se aprueba el Reglamento de situaciones administrativas de los funcionarios de la Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia, 87 EBEP y 8.1 del RD 365/1995, por el que se aprueba el Reglamento de Situaciones Administrativas de los Funcionarios Civiles de la Administración General del Estado que, con más o menos detalle, se manifiestan en parecidos términos. A la vista de este marco normativo indiscutible, la Sala coincide con el argumento de la Comunidad y confirma las resoluciones dictadas por la misma que deniegan el abono de los trienos a su costa. 

E) Asturias.-

La STSJ de Asturias de 17 de marzo de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 3/2010, ratifica la naturaleza de acto administrativo que presenta el Acuerdo adoptado por el Ayuntamiento Pleno constituido como Junta General de la Empresa Municipal de Aguas de Gijón, por el que se cesa al apelante como miembro de su Consejo de Administración. Frente a la pretensión de éste, la Sala subraya la competencia de la jurisdicción contencioso-administrativa en detrimento de la civil, pues si bien es cierto que la empresa presenta forma societaria, no lo es menos que todo el capital pertenece a la Corporación Municipal (único socio titular), que su objeto social es la prestación de los servicios locales del agua (abastecimiento y saneamiento), que sus órganos están compuestos por los miembros del Ayuntamiento (el Pleno se constituye en Junta General, el Alcalde en Presidente, el Secretario Municipal, en Secretario de la Junta…) y que no tiene ánimo de lucro mercantil. Por todo ello, el Tribunal concluye que su acuerdo es un acto administrativo sujeto en su control a la jurisdicción contencioso-administrativa, por ser, en definitiva, un acuerdo del Pleno municipal convocado por su Alcalde. 

Q) Castilla y León.-
La STSJ de Castilla y León de 4 de mayo de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 860/2008, ratifica la legitimación de un Ayuntamiento para recurrir, a través de su Alcalde, el Acuerdo de la Asamblea General de un Consorcio integrado por diversas Administraciones locales. Si bien es cierto que el artículo 20.a de la LJCA impide que los órganos de una Administración pública y los miembros de sus órganos colegiados recurran los actos de la misma, no lo es menos que en un Consorcio, sus integrantes actúan en representación de los Ayuntamientos en los que tienen la condición de electos, defendiendo sus intereses y los de los electores a los que representan. Aplicando la conocida doctrina del TC aquí mencionada en varias ocasiones, y que considera que los electos locales tienen, además de la legitimación general para recurrir según el artículo 19.1.a LJCA, una legitimación “ex lege” derivada del mandato representativo que detentan y que les habilita para impugnar los actos de las corporaciones locales contrarios al ordenamiento jurídico en interés del correcto funcionamiento de las mismas, la Sala reconoce la legitimación indicada. 

También del mismo Tribunal se menciona la Sentencia de 16 de abril de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 944/2008, que señala la competencia del Pleno para proceder a la revisión de oficio de un acto nulo de la Corporación. Aunque es cierto que en la normativa de régimen local no hay una previsión expresa sobre el órgano competente al efecto, lo cierto es que doctrinal y jurisprudencialmente se ha entendido que se trata de una competencia plenaria, máxime si se tiene en cuenta que en el supuesto de actos anulables generadores de derechos la declaración de lesividad corresponde al mismo, aun en el caso de actos emanados del Alcalde en ejercicio de sus propias competencias (artículo 22.2.k LBRL). Y como tal competencia, puede ser susceptible de delegación de acuerdo con las previsiones del artículo 22.4 de la misma norma, imputándose su actuación al Pleno como órgano delegante (artículo 13 Ley 30/1992). Por estas razones, se declara conforme a derecho la declaración de oficio de la nulidad de pleno derecho de un Acuerdo municipal realizada por la Junta de Gobierno local por delegación del Pleno del Ayuntamiento. 

Por fin, se menciona otra Sentencia de este Tribunal de fecha 16 de marzo de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 561/2009, que se pronuncia sobre los requisitos que deben reunir quienes detenten la condición de Vocal en la Junta Vecinal de una entidad local menor sita en el territorio castellano-leonés. Se parte así de lo dispuesto en el artículo 58.4 de la Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León, que exige un número de firmas no inferior al 3 % de los inscritos en el censo electoral para que las agrupaciones de electores presenten candidatura, si bien esta exigencia no se traslada a las que puedan presentar los partidos políticos, federaciones o coaliciones. Debe notarse, y en ello insiste la Sentencia, que la condición de electores o inscritos en el centro electoral se predica de los firmantes que avalan la candidatura, ni siquiera del candidato propiamente dicho a Alcalde Pedáneo que, ante este silencio, puede no estar censado en esa entidad y, como sucede muchas veces en la práctica, incluso residir fuera del lugar donde ejerce sus funciones representativas. Sin embargo, la condición de elector sí debe concurrir en los Vocales de la Junta Vecinal de la entidad menor, dado que son elegidos en segundo grado por dicho Alcalde Pedáneo entre los electores, tal y como determina con carácter supletorio –ante el silencio de la Ley castellano-leonesa– el artículo 199.6 de la LOREG. Por lo tanto, en el supuesto enjuiciado, el nombramiento como Vocal de una persona que no ostenta la condición de elector determina la nulidad de su nombramiento y de la constitución de la Junta vecinal, debiendo el Alcalde Pedáneo proceder a nombrar otro Vocal entre los electores de la entidad local menor. 
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